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La protección de los terceros, parejamente, queda a salvo por la propia
índole de la operación, al no haber reducción efectiva de la garantia que
para ellos representa la cifra de capital social de ninguna de las sociedades.
Y, con relación a los acreedores de la sociedad anónima aportante, por
la exigencia general de que conste su consentimiento individualizado para
que la modificación del sujeto pasivo de la relación jurídica con alcance
liberatorio sea eficaz frente a ellos (cfr. artículo 1.205 del Código Civil),
sin perjuicio de la validez interna del convenio que puedan celebrar las
sociedades interesadas en orden a la asunción cumulativa o interna por
una de determinadas obligaciones de la otra, eficaz entre ellas pero intras­
cendente frente al acreedor en tanto no preste su consentimiento (artículos
1.158, 1.255 Y 1.257 del mismo Código). En el supuesto, no constando
consetimiento expreso de los acreedores en orden a la liberación del pri­
mitivo deudor, de conformidad con el citado artículo 1.205 del Código
Civil, debe entenderse que la voluntad de las partes se concreta en atribuir
un alCance meramente interno al convenio.

La posición de los trabajadores queda, por su parte, suficientemente
garantizada con la aplicación del articulo 44 del Estatuto de los Traba­
jadores que impone, para.todo supuesto de cambio de titularidad de la
empresa, la subrogación del nuevo titular en los derechos y obligaciones
del anterior, con la obligación de comunicar el cambio de titularidad empre­
sarial a los representantes de los trabajadores.

4. El mismo alcance exclusivamente interno -por tanto, sin relevancia
alguna frente a terceros- debe atribuirse a la fijación de una fecha de
retroactividad contable anterior a la de los acuerdos de las sociedades:
la eficacia externa de la operación queda, en todo caso, supeditada al
cumplimiento de los requisitos formales y materiales que rigen la trans­
misión de bienes y derechos y la asunción de obligaciones, sin que el
acuerdo de las sociedades de fijar una fecha a partir de la cual la con­
tabilidad queda unificada tenga relevancia sustantiva -como tampoco la
tiene en sede de fusión y de escisión [artículos 235 b) Y 255 del texto
refundido de la Ley de Sociedades Anónimas]-. Por su relevancia exclu­
sivamente interna, el acuerdo puede contener, en este punto, las preven­
ciones que las sociedades estimen más procedentes al efecto.

5. De los razonamientos anteriores se desprende que no resulta admi­
sible, a la vista de la situación actual de nuestro derecho positivo, la pre­
tensión de reconducir el supuesto hacia un efecto de sucesión universal,
con simultáneo reconocimiento de un derecho de oposición a los acree­
dores: el carácter excepcional que este sistema de transmisión de patri­
monios tiene en nuestra legislación, en la que tan sólo se reconoce· en
los casos de fusión y de escisión (cfr. artículos 233, 252 Y 252 del texto
refundido de la Ley de Sociedades Anónimas) -aunque, ciertamente, de
manera más limitada en la escisión parcial- (cfr. artículo 259 del mismo
cuerpo legal), así como la falta de una normativa que expresamente esta­
blezca esa solución para la transmisión int;ervivos de los conjuntos empre­
sariales integrados por un complejo de relaciones jurídicas activas y pasi­
vas, obstaculiza definitivamente una aplicación analógica de la normativa
de la escisión, por lo demás, innecesaria. por falta, como se ha evidenciado,
de auténtica laguna legal.

6. Establecida, con carácter general, la düerencia entre las dos ope­
raciones, ha de analizarse si la circunstancia de concretarse objetivamente
la cuestionada en una _unidad productiva autónoma denominada instru­
mentación de medida- o, como también expresan los interesados, una _rama
de actividad», modifica alguna de las conclusiones anteriores. A tal efecto,
y sin necesidad de concretar cuál sea su significado, ha de precisarse
que la noción que se utiliza es ajena a las normas sustantivas, y más
en su aplicación a la operación que ahora se examina, carente de regulación
expresa; la exigencia similar y específica de la escisión parcial, de que
la porción que se segrege constituya una _unidad económica» (cfr. artículo
253 del texto refundido de la Ley de Sociedades Anónimas) revela cla­
ramente, por exclusión, que el requisito no es aplicable a la operación
documentada, cuyo objeto puede, por tanto, estar integrado por cualquier
elemento susceptible de aportación, sin que su concreta naturaleza altere
las reglas generales de las aportaciones -y sin perjuicio de que en el ámbito
fiscal sí se encuentre dotada de un régimen específico (cfr. artículo 2,
número 4 de la citada Ley de régimen fiscal de fusiones, escisiones, apor­
taciones de activos y canjes de valores y de sociedades matrices y filiales
de diferentes países miembros de la CEE}-.

Esta Dirección General ha acordado revocar el acuerdo y la nota del
Registrador.

Madrid, 4 de octubre de 1994.-EI Director general, Julio Burdiel Her­
nández.

Sr. Registrador mercantil de Madrid.

25632 RESOLUCION de 28 de octubre de 1994, de ta Direcci6n
General de Administración Penitenciaria, por la que se
da cumplimiento al despacho de la Sala de lo Contencw­
so-Administrativo (Sección Quinta) de la Audiencia Nacio­
nal en relación al recurso contencioso-administrativo
número 5/1. 722/1993, interpuesto por doña Celia Siles
Sañudo.

Ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo (Sección Quinta) de la
Audiencia Nacional se ha interpuesto por doña Celia Siles Sañudo recurso
contencioso-administrativo número 5/1.722/1993, contra la Resolución
de 9 de 'Octubre de 1992, de la Secretaría General de Asuntos Penitenciarios,
por la que se desestima su petición de que le sea reconocido un grado
personal de nivel 16.

En su virtud, esta Dirección General, en cumplimiento de despacho
de la antecitada Sala, lo pone en conocimiento de los posibles interesados
por si a sus derechos conviniera la personación en forma en el plazo
de nueve días a partir del emplazamiento en el referido recurso conten­
cioso-administrativo.

Madrid, 28 de octubre de 1994.-El Director general, Martín Alberto
Barciela Rodríguez.

Ilmo. Sr. Subdirector general de Personal.

25633 RESOLUCION de 26 de octubre de 1994, de ta Secretaría
de Estado de Asuntos Penitenciarios, por la que se dispone
el cumplimiento de la sentencia de la Sala de lo Conten­
cioso-Ad,ninistrativo del Tribunal Superior de-Justicia de
Cantabria, dictada con fecha 20 de julio de 1994, en el
recurso número 328/1994, interpuesto por Agustín Ibáñez
Ramos.

En el recurso contencioso-administrativo número 328/1994, seguido
por la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de
Justicia de Cantabria, a instancia de don Agustín Ibáñez Ramos contra
resolución de la Dirección General de Administración Penitenciaria deses­
timatoria sobre reconocimiento y abono de todos los trienios devengados
en la función pública con arreglo a la cantidad vigente para el Cuerpo
de su actual pertenencia, ha recaído sentencia de fecha 20 de julio de
1994, cuya parte dispositiva dice así:

«Fallamos: Que debemos desestimar y desestimamos el recurso con­
tencioso-administrativo interpuesto por don Agustín Ibáñez Ramos contra
la Resolución de fecha 13 de enero de 1994, dictada por la Dirección
General de la Administración Penitenciaria (Ministerio de Justicia), por
la que se desestima la petición de recurrente, relativa a reconocimiento
y abono de todos los trienios devengados en la función pública con arreglo
a la cantidad vigente para el Cuerpo de su actual pertenencia, sin que
proceda hacer mención expresa acerca de las costas procesales causadas
al no haber méritos para su imposición,»

En virtud de lo que antecede, esta Secretaría de Estado ha dispuesto
el cumplimiento en sus propios ténninos de la referida sentencia.

Lo que digo a V. 1. para su conocimiento y efectos.
Madrid, 26 de octubre de 1994.-:-P. D., el Director general de Admi­

nistración Penitenciaria, Martín Alberto Barciela Rodríguez.

Ilmo. Sr. Subdirector general de Personal.

25634 RESOLUCION de 28 de octubre de 1994, de ta Secretaría
de Estado de Asuntos Penitenciarios, por la que se dispone
el cumplimiento de la sentencia de I,a Sala de lo Conten­
cios(}-Admini..'itrativo del Tribunal Superior de Justicia de
Cantabria, dictada con fecha 20 de iulio de 1994, en el
recurso número 325/1994, interpuesto por Ricardo Rivas
Alonso.

En el recurso contencioso-administrativo número 325/1994, seguido
por la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de
Justicia de Cantabria a instancia de don Ricardo ¡Uvas Alonso, contra
resolución de la Dirección General de Administración Penitenciaria deses­
timatoria sobre reconocimiento y abono de todos los trienios devengados
en la función pública con arreglo a la cantidad vigente para el Cuerpo


